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SENTENCIA Nº 237/2021 
 
 

En la ciudad de Alicante, a 22 de julio de 2021. 
 

Vistos por mí, , magistrado titular del Juzgado de Primera 
Instancia número Seis de los de esta ciudad y su partido judicial, los autos de juicio 
ordinario sobre acción de protección civil del derecho fundamental al honor que, bajo 
número 233 de 2021, se han seguido ante este Juzgado a instancia de  

 representada por la procuradora  y 
asistida del letrado    , contra SABADELL CONSUMER 
FINANCE, S.A.U., representada por la procuradora  

 habiendo sido parte el Ministerio Fiscal, y atendidos los siguientes 

 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

PRIMERO.- Resumen de la demanda. 
 

Con fecha de 4 de febrero de 2021 registró escrito de demanda presentado por 
la procuradora , en la representación arriba indicada. En 
dicho escrito, tras exponer los hechos y fundamentos de derecho, terminaba solicitando el 
dictado de una sentencia con los siguientes pronunciamientos: 

 
1º  Que se declare que SABADELL CONSUMER FINANCE, S.A.U. ha 

vulnerado el derecho fundamental al honor de  al 
mantener indebidamente datos personales de  en el 
registro de solvencia patrimonial de EXPERIAN-BADEXCUG. 

 
2º   Que se condene a SABADELL CONSUMER FINANCE, S.A.U. a proceder a 

la cancelación de sus datos personales en los ficheros gestionados por EXPERIAN- 
BADEXCUG. 

 
3º  Que se condene a SABADELL CONSUMER FINANCE, S.A.U. a pagar a 

 la suma de 4.000.- €, más los intereses legales y 
las costas. 

 
Las anteriores peticiones se fundaban, esencialmente, en los hechos que se pasan 

a resumir a continuación: 
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1º Por  se tuvo conocimiento de la inclusión 
de sus datos personales, por parte de la demandada, en unos ficheros de solvencia 
patrimonial gestionados por EXPERIAN-BADEXCUG, produciéndose el alta con fecha de 
28 de junio de 2020. 

 
2º La referida inclusión tuvo lugar sin el consentimiento de la parte demandante y 

sin que ésta fuera previamente requerida de pago de la deuda ni advertida de que, en 
caso de impago, sus datos personales serían objeto de inclusión en ficheros de solvencia 
patrimonial. 

 
3º Dado que la inclusión ha vulnerado la normativa vigente sobre protección de 

datos de carácter personal, es por lo que se solicita la condena al pago de una 
indemnización por el importe reclamado, habida cuenta del daño moral sufrido por  

 como consecuencia del indebido tratamiento de sus 
datos personales. 

 
Al anterior escrito se adjuntaban diversos documentos. 

 
SEGUNDO.- Admisión a trámite de la demanda. 

 

Admitida a trámite la anterior demanda se acordó emplazar en legal forma a la 
parte demandada para que en veinte días compareciera en legal forma y contestara a la 
demanda. 

 
TERCERO.- Preclusión del plazo para contestar a la demanda. 

 

Por la procuradora , se presentó escrito de 
contestación a la demanda fuera de plazo, declarándose precluido el trámite por diligencia 
de ordenación de 20 de abril de 2021 (ac. 49 del visor digital Horus), que no fue recurrida. 

 

CUARTO.- Resumen de la contestación a la demanda presentada por el Ministerio 
Fiscal. 

 

Por el Ministerio Fiscal se presentó escrito de contestación a la demanda 
solicitando el dictado de una sentencia de conformidad con el resultado de la prueba 
practicada en el proceso. 

 
QUINTO.- Audiencia previa al juicio. 

 

Previa citación de las partes, se celebró audiencia previa en la Sala de Vistas de 
este Juzgado con la asistencia y resultado que constan en el acta y grabación levantadas 
bajo la fe pública judicial. 

 
Constatada la subsistencia del litigio y fijados los hechos controvertidos, se pasó a 

la proposición y admisión de medios de prueba, tras de lo cual se declaró el proceso visto 
para sentencia. 

 
SEXTO.- Control de la actividad procedimental. 
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En la sustanciación de este proceso se han respetado todas las prescripciones 
legales, salvo algunos plazos procesales, debido a la acumulación de asuntos que 
soporta este órgano jurisdiccional, fruto de la sobrecarga estructural de trabajo que 
padecen los Juzgados de Primera Instancia de Alicante sin competencias en Derecho de 
Familia, cuya tasa de entrada de asuntos en los últimos años, según datos publicados en 
el Punto Neutro Judicial, ha sido la siguiente: 

 
- Año 2008: 239,71 % (desviación de un 139,71 % con respecto al módulo máximo 

de entrada vigente en ese momento). 
- Año 2009: 304,46 %. 
- Año 2010: 291,07 %. 
- Año 2011: 256,64 %. 
- Año 2012: 247,60 %. 
- Año 2013: 202,43 %. 
- Año 2014: 214,85 %. 
- Año 2015: 237,32 %. 
- Año 2016: 219,74 %. 
- Año 2017: 244,36 %. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

PRIMERO.- Delimitación de la controversia. 
 

 solicita el dictado de una sentencia con los 
siguientes pronunciamientos: 

 
1º  Que se declare que SABADELL CONSUMER FINANCE, S.A.U. ha 

vulnerado el derecho fundamental al honor de  al 
mantener indebidamente datos personales de  en el 
registro de solvencia patrimonial de EXPERIAN-BADEXCUG. 

 
2º   Que se condene a SABADELL CONSUMER FINANCE, S.A.U. a proceder a 

la cancelación de sus datos personales en los ficheros gestionados por EXPERIAN- 
BADEXCUG. 

 
3º  Que se condene a SABADELL CONSUMER FINANCE, S.A.U. a pagar a 

 la suma de 4.000.- €, más los intereses legales y 
las costas. 

 
Alega, en resumidas cuentas, que la parte demandada ha vulnerado su derecho 

fundamental al honor al ordenar la inclusión de sus datos personales, sin su 
consentimiento, en unos ficheros de solvencia patrimonial, sin haber sido previamente 
requerido de pago por el importe de la deuda objeto de inclusión ni advertido de que, en 
caso de no satisfacerla, se procedería en la forma indicada. Es por ello que, atendiendo al 
menoscabo que se ha producido a la consideración propia y ajena de la parte 
demandante y al resto de circunstancias concurrentes, se solicita una indemnización por 
la suma reclamada, en concepto de daño moral. 
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SABADELL CONSUMER FINANCE, S.A.U. no ha presentado contestación a la 
demanda dentro del plazo legal, pese a haberse personado en el proceso. 

 
El Ministerio Fiscal solicita el dictado de una sentencia de conformidad con el 

resultado de la prueba practicada en el proceso. 
 

SEGUNDO.- Consideraciones previas sobre el tratamiento de los datos relativos al 
cumplimiento o incumplimiento de obligaciones dinerarias. 

 

El art. 20 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales (LOPDPGDD, aplicable al supuesto 
litigioso, ya que entró en vigor el día 7 de diciembre de 2018 y en este caso la inclusión de 
los datos se efectuó con fecha de 28 de junio de 2020) dispone lo siguiente: 

 
1. Salvo prueba en contrario, se presumirá lícito el tratamiento de datos 

personales relativos al incumplimiento de obligaciones dinerarias, financieras o de 
crédito por sistemas comunes de información crediticia cuando se cumplan los 
siguientes requisitos: 

 
a) Que los datos hayan sido facilitados por el acreedor o por quien actúe por su 

cuenta o interés. 
 

b) Que los datos se refieran a deudas ciertas, vencidas y exigibles, cuya 
existencia o cuantía no hubiese sido objeto de reclamación administrativa o judicial 
por el deudor o mediante un procedimiento alternativo de resolución de disputas 
vinculante entre las partes. 

 
c) Que el acreedor haya informado al afectado en el contrato o en el momento de 

requerir el pago acerca de la posibilidad de inclusión en dichos sistemas, con 
indicación de aquéllos en los que participe. 

 

La entidad que mantenga el sistema de información crediticia con datos relativos 
al incumplimiento de obligaciones dinerarias, financieras o de crédito deberá notificar 
al afectado la inclusión de tales datos y le informará sobre la posibilidad de ejercitar 
los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679 
dentro de los treinta días siguientes a la notificación de la deuda al sistema, 
permaneciendo bloqueados los datos durante ese plazo. 

 
d) Que los datos únicamente se mantengan en el sistema mientras persista el 

incumplimiento, con el límite máximo de cinco años desde la fecha de vencimiento 
de la obligación dineraria, financiera o de crédito. 

 
e) Que los datos referidos a un deudor determinado solamente puedan ser 

consultados cuando quien consulte el sistema mantuviese una relación contractual 
con el afectado que implique el abono de una cuantía pecuniaria o este le hubiera 
solicitado la celebración de un contrato que suponga financiación, pago aplazado o 
facturación periódica, como sucede, entre otros supuestos, en los previstos en la 
legislación de contratos de crédito al consumo y de contratos de crédito inmobiliario. 
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Cuando se hubiera ejercitado ante el sistema el derecho a la limitación del 
tratamiento de los datos impugnando su exactitud conforme a lo previsto en el 
artículo 18.1.a) del Reglamento (UE) 2016/679, el sistema informará a quienes 
pudieran consultarlo con arreglo al párrafo anterior acerca de la mera existencia de 
dicha circunstancia, sin facilitar los datos concretos respecto de los que se hubiera 
ejercitado el derecho, en tanto se resuelve sobre la solicitud del afectado. 

 
f) Que, en el caso de que se denegase la solicitud de celebración del contrato, o 

éste no llegara a celebrarse, como consecuencia de la consulta efectuada, quien 
haya consultado el sistema informe al afectado del resultado de dicha consulta. 

 
2. Las entidades que mantengan el sistema y las acreedoras, respecto del 

tratamiento de los datos referidos a sus deudores, tendrán la condición de 
corresponsables del tratamiento de los datos, siendo de aplicación lo establecido por 
el artículo 26 del Reglamento (UE) 2016/679. 

 
Corresponderá al acreedor garantizar que concurren los requisitos exigidos para 

la inclusión en el sistema de la deuda, respondiendo de su inexistencia o inexactitud. 
 

3. La presunción a la que se refiere el apartado 1 de este artículo no ampara los 
supuestos en que la información crediticia fuese asociada por la entidad que 
mantuviera el sistema a informaciones adicionales a las contempladas en dicho 
apartado, relacionadas con el deudor y obtenidas de otras fuentes, a fin de llevar a 
cabo un perfilado del mismo, en particular mediante la aplicación de técnicas de 
calificación crediticia. 

 
En desarrollo de la derogada LOPD de 1999, se dictó el Real Decreto 1720/2007, 

de 21 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal (en lo 
sucesivo, RLOPD). Este reglamento ha mantenido su vigencia en la medida en que no 
contradiga, se oponga o resulte incompatible con el Reglamento (UE) 2016/679 y la 
LOPDPGDD (vid. DD Única, apartado 3 de esta última ley). El reglamento de desarrollo 
dedica el Capítulo I de su Título II a la regulación de los “Ficheros de Información sobre 
Solvencia Patrimonial y de Crédito”. El artículo 38 RLOPD, una vez eliminados los incisos 
declarados nulos por la STS (Sala 3ª) de 15 de julio de 2010 (rec. nº 23/2008) se refiere a 
los requisitos que han de observarse en la inclusión de los datos de la siguiente forma: 

 

1. Sólo será posible la inclusión en estos ficheros de datos de carácter personal 
que sean determinantes para enjuiciar la solvencia económica del afectado, siempre 
que concurran los siguientes requisitos: 

 
a) Existencia previa de una deuda cierta, vencida, exigible, que haya resultado 

impagada. 
 

b) Que no hayan transcurrido seis años desde la fecha en que hubo de 
procederse al pago de la deuda o del vencimiento de la obligación o del plazo 
concreto si aquélla fuera de vencimiento periódico. 
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c) Requerimiento previo de pago a quien corresponda el cumplimiento de la 
obligación. 

 
3. El acreedor o quien actúe por su cuenta o interés estará obligado a conservar a 

disposición del responsable del fichero común y de la Agencia Española de 
Protección de Datos documentación suficiente que acredite el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en este artículo y del requerimiento previo al que se refiere el 
artículo siguiente. 

 
Por otra parte, el art. 39 RLOPD establece que “el acreedor deberá informar al 

deudor, en el momento en que se celebre el contrato y, en todo caso, al tiempo de 
efectuar el requerimiento al que se refiere la letra c) del apartado 1 del artículo anterior, 
que en caso de no producirse el pago en el término previsto para ello y cumplirse los 
requisitos previstos en el citado artículo, los datos relativos al impago podrán ser 
comunicados a ficheros relativos al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones 
dinerarias”. 

 
Si el responsable del fichero decide incorporar al mismo los datos del presunto 

moroso, comunicados por su supuesto acreedor o persona que por él actúe, se debe 
notificar al afectado su inclusión en la forma prescrita por el art. 40 RLOPD: 

 
1. El responsable del fichero común deberá notificar a los interesados respecto de 

los que hayan registrado datos de carácter personal, en el plazo de treinta días 
desde dicho registro, una referencia de los que hubiesen sido incluidos, 
informándole asimismo de la posibilidad de ejercitar sus derechos de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición, en los términos establecidos por la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre. 

 
2. Se efectuará una notificación por cada deuda concreta y determinada con 

independencia de que ésta se tenga con el mismo o con distintos acreedores. 
 

3. La notificación deberá efectuarse a través de un medio fiable, auditable e 
independiente de la entidad notificante, que la permita acreditar la efectiva 
realización de los envíos. 

 
4. En todo caso, será necesario que el responsable del fichero pueda conocer si 

la notificación ha sido objeto de devolución por cualquier causa, en cuyo caso no 
podrá proceder al tratamiento de los datos referidos a ese interesado. 

 
No se entenderán suficientes para que no se pueda proceder al tratamiento de los 

datos referidos a un interesado las devoluciones en las que el destinatario haya 
rehusado recibir el envío. 

 
5. Si la notificación de inclusión fuera devuelta, el responsable del fichero común 

comprobará con la entidad acreedora que la dirección utilizada para efectuar esta 
notificación se corresponde con la contractualmente pactada con el cliente a efectos 
de comunicaciones y no procederá al tratamiento de los datos si la mencionada 
entidad no confirma la exactitud de este dato. 
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La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha tenido oportunidad de pronunciarse en 
multitud de ocasiones en relación a supuestos de vulneración del derecho fundamental al 
honor provocada por el incumplimiento de la normativa sobre protección de datos de 
carácter personal. Compendia la doctrina, entre otras, la STS nº 174/2018, de 23 de 
marzo (rec. nº 3166/2017), de cuyo FJ 3º merece la pena extraer las siguientes 
consideraciones: 

 
1º  El principio vertebrador de toda la normativa sobre protección de datos es el 

llamado “principio de calidad de los datos”, en virtud del cual éstos han de ser “exactos, 
adecuados, pertinentes y proporcionados a los fines para los que han sido recogidos y 
tratados”. 

 
2º Tanto la normativa española (art. 18.4 CE y LOPD) como la Comunitaria 

(Directiva 1995/46/CE, de 24 de octubre, del Parlamento Europeo y del Consejo de la 
Unión Europea) prohíben que los datos personales “sean usados para finalidades 
incompatibles con aquellas para las que los datos hubieran sido recogidos”. Resulta ilícito, 
por ejemplo, utilizar la inclusión de los datos personales en este tipo de ficheros como 
medio de presión para que el afectado provea al pago de la supuesta deuda insatisfecha 
(en este sentido, STS nº 746/2015, de 22 de diciembre, rec. nº 2955/2014). 

 
3º  El principio de calidad de los datos no queda colmado o cumplido por el 

mero hecho de que los datos sean veraces. Es preciso que igualmente sean pertinentes 
respecto de la finalidad del fichero. Así por ejemplo, en relación a los ficheros de morosos, 
deben de excluirse los datos que no sean “determinantes para enjuiciar la solvencia 
económica de los interesados”. 

 
4º  Para poder incluir una deuda en un fichero de morosos es necesario que la 

deuda sea: (i) vencida; (ii) exigible; y (iii) cierta (en el sentido de inequívoca e indudable). 
Ello determina que no se puedan incluir “datos personales por razón de deudas inciertas, 
dudosas, no pacíficas o sometidas a litigio”. De esta forma, si existe un “principio de 
prueba documental que contradiga” la existencia o certeza de la deuda, la inclusión de los 
datos personales no estará justificada. Menos lo estará, evidentemente, si existe un 
proceso judicial o arbitral en el que se está discutiendo la existencia, cuantía o exigibilidad 
de la deuda, ya que ello excluye los requisitos de certeza y pertinencia (en este sentido, 
STS nº 740/2015, de 22 de diciembre, rec. nº 2318/2014). 

 

5º  En los supuestos en que la deuda sea objeto de controversia, el hecho de 
que el supuesto deudor no la haya pagado no justifica la inclusión de sus datos en el 
fichero, incluso en el caso de que posteriormente la deuda devenga cierta, ya que en el 
momento en que se llevó a cabo su inclusión el dato no era “pertinente y proporcionado a 
la finalidad del fichero automatizado”. Así por ejemplo, en la STS nº 68/2016, de 16 de 
febrero (rec. nº 2573/2014) se consideró justificada la negativa de un consumidor que 
había venido pagando regularmente sus cuotas a satisfacer la penalización que le 
pretendía repercutir la empresa supuestamente acreedora por el desistimiento unilateral 
del contrato, con fundamento en una cláusula de cuya validez existían dudas, sin que 
para ello fuera necesario que previamente el consumidor hubiera iniciado un proceso 
judicial tendente a la declaración de abusividad de la cláusula. 
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6º  Evidentemente, el hecho de que el deudor incluido en el fichero haya 
pagado parte de la deuda no supone un reconocimiento del resto, pues ello hay que 
interpretarlo, más bien, como “un indicio de la seriedad de su postura”. 

 
7º  A propósito de esta “seriedad” en la disputa del crédito, no cabe exigir al 

cliente “una conducta exhaustiva, propia de un profesional, en sus reclamaciones a la 
empresa acreedora”, sino que “basta con que hayan mostrado razonablemente su 
disconformidad con la conducta de la empresa”. Así, por ejemplo, cuando las cuantías de 
las partidas controvertidas no son excesivas “exigir la utilización reiterada de medios de 
reclamación que permitan su documentación (correo certificado, burofax, telegrama) 
resulta una exigencia excesiva”. 

 
8º  Sí que es pertinente, en cambio, la inclusión de los datos de aquellos 

deudores que, de forma injustificada, no quieren o no pueden pagar la deuda. 
 

9º  Aun siendo la deuda vencida, exigible y cierta, en los términos que han 
quedado dicho, la inclusión en el fichero no resulta regular si no ha venido precedida del 
requerimiento de pago al deudor. La STS nº 740/2015, de 22 de diciembre (rec. nº 
2318/2014) destaca la importancia de este requisito cuando señala que “no se trata 
simplemente de un requisito "formal", de modo que su incumplimiento solo pueda dar 
lugar a una sanción administrativa. Se trata de un requisito que responde a la finalidad del 
fichero automatizado sobre incumplimiento de obligaciones dinerarias, que no es 
simplemente un registro sobre deudas, sino sobre personas que incumplen sus 
obligaciones de pago porque no pueden afrontarlas o porque no quieren hacerlo de modo 
injustificado. Con este requerimiento se impide que sean incluidos en estos registros 
personas que por un simple descuido, por un error bancario al que son ajenas, o por 
cualquier otra circunstancia de similar naturaleza, han dejado de hacer frente a una 
obligación dineraria vencida y exigible sin que ese dato sea pertinente para enjuiciar su 
solvencia”. 

 

La anterior doctrina se reitera en la STS nº 245/2019, de 25 de abril (rec. nº 
3425/2018), en la que se añade que: “no es, por tanto, correcta la falta de trascendencia 
que, respecto de la acción de protección del honor ejercitada, la sentencia recurrida ha 
atribuido al incumplimiento del requisito establecido en los arts. 38.1.c y 39 del 
Reglamento, consistente en que, para incluir en estos ficheros de morosos los datos de 
carácter personal determinantes para enjuiciar la solvencia económica del afectado, es 
preciso que previamente se haya requerido de pago al deudor y se le haya informado 
que, de no producirse el pago, los datos relativos al impago podrán ser comunicados al 
registro de morosos. Ni es correcto afirmar que la vulneración del derecho al honor se 
produce exclusivamente cuando se comunican al registro de morosos los datos relativos a 
una deuda inexistente, por cuanto que, como hemos declarado reiteradamente, los 
ficheros automatizados del art. 29 LOPD no son meros registros de deudas”. 

 
Admite la Sala 1ª del Tribunal Supremo, no obstante, que la notificación del 

requerimiento previo de pago y advertencia de inclusión de los datos en los registros de 
morosos se pueda llegar a acreditar en el proceso por medio de indicios. Así, en la STS nº 
13/2013, de 29 de enero (rec. nº 2021/2010), en la que se consideró que había quedado 
suficientemente probada la notificación al existir constancia de que “  y en la 
entidad  de que se realizó el envío, aunque no de la fecha exacta de su recepción, 
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así como que en ese domicilio se recibieron posteriormente telegramas de cuya 
recepción sí hay constancia, por lo que se estima que la entidad acreedora ha probado, 
como así le correspondía, la realidad del requerimiento que niega la parte ahora 
recurrente”. 

 
En todo caso, los tribunales han venido considerando que la carga de la prueba de 

la recepción del requerimiento, cuando es negado por el supuesto deudor, incumbe al 
responsable del fichero. En este sentido, cumple citar la SAP de la Audiencia Nacional 
(Sala de lo Contencioso-administrativo) de 22 de octubre de 2019 (rec. nº 201/2018), que 
considera insuficientes, a tales efectos, “los registros informáticos de la propia entidad”, ya 
que los mismos “nada acreditan sobre la efectiva realización o cumplimiento de la citada 
obligación”. En esta misma sentencia se concluye que la entidad financiera ha infringido la 
normativa sobre protección de datos al haberse enviado la carta con el requerimiento 
previo por correo ordinario a la dirección que figuraba en el contrato, siendo devuelta con 
la mención de “otros” como motivo de devolución, “lo que demuestra que la carta no llegó 
a ser entregada, sin que se especifiquen las razones de ello; en estas circunstancias no 
es posible concluir que la demandante actuó conforme a los preceptos antes 
mencionados ya que, pese a tener constancia de tal devolución, procedió a incluir los 
datos del denunciante en el fichero de solvencia el 27 de noviembre de 2015”. Y añade la 
Sala: 

 
La normativa no exige, ciertamente, que el requerimiento se lleve a cabo de una 

determinada forma o que se efectué por correo certificado con acuse de recibo, pero 
lo que si exige es que quien informa los datos a un fichero de morosidad deberá 
asegurarse que concurren todos los requisitos exigidos legal y reglamentariamente a 
tal fin, lo que implica que deberá estar en condiciones, caso de ser necesario, de 
poder acreditar la concurrencia de dichos requisitos ( Sentencia de 25 de marzo 
2010, R. 407/2009, por todas). 

 
Así, ha quedado acreditado que la demandante, sin asegurarse de que la carta 

poniendo en conocimiento del denunciante la cesión del crédito y el requerimiento de 
pago previo a la inclusión en el fichero de morosos había llegado a su destinatario, 
incluyó en el fichero los datos, en la fecha indicada, lo que integra la infracción grave 
del artículo 4.3. en relación con el 44.3 c) LOPD. 

 

10º  Ninguna relevancia, para la resolución de este tipo de litigios, pueden tener 
las advertencias genéricas contenidas en las condiciones generales de los contratos de 
los que supuestamente dimana el crédito objeto de inclusión en los ficheros, tal y como 
recuerda la SAP de Asturias (Sección 5ª) nº 273/2019, de 11 de julio (rollo nº 211/2019): 

 
Poco importa además que en las condiciones generales del contrato se hiciere la 

advertencia de quedar informado que el impago facultaría para comunicar la deuda a 
los registros de morosos, ya que esto no libera a la demandada de hacer saber de 
forma fehaciente que se propone hacer uso de tal facultad. 

 
11º Suelen plantear ciertas dificultades los supuestos en los que se pretende 

acreditar el cumplimiento de la obligación de requerimiento de pago y advertencia de 
inclusión previos por medio de envíos masivos de correos (remesas de cartas). Aunque 
en algún caso puntual se han aceptado como prueba suficiente de la recepción, 
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atendiendo a las circunstancias del supuesto enjuiciado (es el caso de la SAP de Alicante 
-Sección 9ª- nº 379/2019, de 27 de junio, rollo nº 1072/2018), normalmente este tipo de 
envíos han merecido una respuesta desfavorable. Así, en el caso de la SAP de Asturias 
(Sección 7ª) nº 394/2018, de 26 de septiembre (rollo nº 452/2018): 

 
La recurrente sostiene la carta de notificación de requerimiento de previo de pago 

fue realizada por Equifax Ibérica, SL y puesta por Servinform, S.A. a disposición del 
servicio de envíos postales, certificando la primera que no constaba que tal 
comunicación hubiera sido devuelta. De igual forma se aporta albaranes de entrega 
del Servicio de Correos de un ingente número de envíos, superior a setenta mil. 

 
De forma inconcusa viene rechazando esta Sala que con tales certificados se 

pruebe el requerimiento previo, lo que pudo hacerse sin dificultad a través del 
servicio de correos o por medios fehacientes de prueba que demuestren tanto el 
contenido de la comunicación, -en lo que afecta al requerimiento previo de pago a la 
inclusión en el registro del deudor-, como que le fue remitida la notificación a su 
domicilio y las circunstancias de su recepción: sentencias de 24 de abril y 9 de julio 
de 2015, 15 de enero, 25 de abril, 17 de mayo, 1 de julio, 22 de septiembre y 7 de 
octubre de 2016, etc. Señala la primera de las sentencias citadas: "ciñéndonos al 
requisito del requerimiento previo de pago al deudor, que es propiamente, el objeto 
de debate en la litis, es claro que la demandada realizó la inscripción sin que conste 
el cumplimiento de dicho registro , cuya carga de acreditarlo incumbe al demandado 
( Sentencia del TS de 21 de octubre de 2014); y en la sentencia de 24 de abril de 
2015 , dijimos: No atestigua su cumplimiento el documento 9 de la demanda en el 
que un tercero (BB DATA PAPER) simplemente alude a que fueron enviadas al 
servicio de correos con motivo de un acuerdo concertado con la demandada un total 
de 67111 notificaciones de inclusión entre las que se encuentra una al demandado, 
sin que conste hubiese incidencias, documento que no es revelador del 
cumplimiento de este requisito mediante una notificación personal, como igualmente 
tampoco lo es la el documento 10 de la contestación por el que EQUIFAX afirma que 
no fue devuelta una carta comunicándole la cesión de crédito llevada a cabo entre 

 Y la entidad recurrente. Con ello no se cumple la exigencia de tal 
requisito, que pudo ser acreditado con facilidad a través del servicio de correos y por 
medios fehacientes de prueba que acrediten tanto el contenido de la comunicación, 
en lo que afecta al requerimiento previo de pago a la inclusión en el registro, como 
que le fue remitida a su domicilio y las circunstancias de su recepción. En 
consecuencia se diferencia claramente el supuesto enjuiciado del contemplado por 
la sentencia del TS de 29 de enero de 2013 que declara probado tal requisito en 
virtud de hechos constatados que a contrario sensu obligan a adoptar una solución 
distinta en el presente...". En las sentencias de 9 de febrero y 10 y 30 de abril del 
año en curso nos referimos específicamente a los certificados emitidos por las dos 
sociedades antes reseñadas. 

 
Es el citado el supuesto que nuevamente se somete a valoración y no puede 

obtener respuesta distinta. El envío masivo de comunicaciones por empresas 
privadas, sin reflejar el contenido y si alcanzan o no a su destinatario, no es 
instrumento útil para acreditar la recepción de esa comunicación o, en su caso, la 
causa o causas por las que no pudo tener éxito, máxime cuando se trata de tener 
como probada la realización de tal gestión por medio de una certificación de la 
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persona que tenía el encargo de hacerla y que pudiera resultar responsable de las 
consecuencias de la falta de notificación. No otros son los argumentos contenidos en 
la recurrida, que se asumen y reproducen, y que determinan la desestimación del 
primer motivo de apelación. 

 
En el mismo sentido, la SAP de Alicante (Sección 5ª) nº 131/2020, de 4 de marzo 

(rollo nº 614/2019): 
 

No consta en el presente caso que la demandante haya recibido efectivamente no 
solo la notificación de las cesiones, sino tampoco ningún requerimiento de pago, ni 
por el acreedor original ni por aquellos a los que la deuda se pudo ceder, por lo que 
la demandante no tuvo oportunidad de saldar su deuda, antes de su inclusión, o de 
poder advertir al requirente sobre la pertinencia o exactitud de la misma, 
diferenciándose así de algún supuesto en el que el propio Tribunal Supremo 
entiende decaída la finalidad del requerimiento, como es el recogido en la Sentencia 
del Tribunal Supremo de 23 de octubre de 2019, en la que, después de recordar su 
doctrina sobre la materia y la finalidad del requerimiento previo, que es impedir que 
sean incluidas en estos registros personas que, por un simple descuido, por un error 
bancario al que son ajenas, o por cualquier otra circunstancia de similar naturaleza, 
han dejado de hacer frente a una obligación dineraria vencida y exigible sin que ese 
dato sea pertinente para enjuiciar su solvencia. Además, les permite ejercitar sus 
derechos de acceso, rectificación, oposición y cancelación. En el caso examinado 
por dicha sentencia, la finalidad del requerimiento había decaído. El actor no se vio 
sorprendido por tal inclusión ya que se habían producido distintas novaciones sin 
que hubiese cumplido su compromiso y mantuvo una conducta totalmente pasiva 
para saldar su deuda. 

 
Aquí nos encontramos con que se le ha incluido en el fichero de morosos sin que 

conste haber recibido requerimiento alguno de pago de la supuesta deuda, cierre de 
cuenta, etc., dado que las cartas remitidas a través del servicio Equifax, si bien 
acreditarían la remisión de las comunicaciones y la no devolución de las mismas, no 
es suficiente prueba de que hayan podido llegar a poder de aquel al que van 
dirigidas o da dato alguno de la persona que ha podido recepcionarlas. En este 
mismo sentido, Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, de 14 de octubre de 
2019; Sentencia de la Audiencia Provincial de Badajoz, de 7 de noviembre de 2019; 
Sentencia de la Audiencia Provincial de Cádiz de 28 de noviembre de 2019, etc. 

 

12º Si alguna duda podía caber sobre la corrección de la referida postura de 
algunas Audiencias Provinciales sobre la interpretación del art. 38.1.c) del RD 1720/2007, 
de 21 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de la LOPD, la duda ha 
quedado definitivamente disipada con la STS nº 672/2020, de 11 de diciembre (rec. nº 
1330/2020): 

 
En el presente recurso se alega la infracción del art. 38.1. c) del Real Decreto 

1720/2007, de 21 de diciembre, de protección de datos, y esta sala debe declarar 
que se ha efectuado una correcta interpretación del mismo por el Tribunal de 
apelación, dado que el mero envío del requerimiento de pago, por vía postal, no 
acredita la recepción del mismo, por lo que no se puede entender efectuado el 
preceptivo requerimiento de pago, previo a la inclusión en el fichero de morosos. 
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En este sentido la sentencia 563/2019, de 23 de octubre, se declara: 
 

"En la sentencia 740/2015, de 22 diciembre, hemos declarado que el requisito del 
requerimiento de pago previo no es simplemente un requisito "formal", de modo que 
su incumplimiento solo pueda dar lugar a una sanción administrativa. El 
requerimiento de pago previo es un requisito que responde a la finalidad del fichero 
automatizado sobre incumplimiento de obligaciones dinerarias, que no es 
simplemente un registro sobre deudas, sino sobre personas que incumplen sus 
obligaciones de pago porque no pueden afrontarlas o porque no quieren hacerlo de 
modo injustificado. Con la práctica de este requerimiento se impide que sean 
incluidas en estos registros personas que, por un simple descuido, por un error 
bancario al que son ajenas, o por cualquier otra circunstancia de similar naturaleza, 
han dejado de hacer frente a una obligación dineraria vencida y exigible sin que ese 
dato sea pertinente para enjuiciar su solvencia. Además, les permite ejercitar sus 
derechos de acceso, rectificación, oposición y cancelación". 

 
13º  Por otra parte, en los supuestos de cesión de créditos resulta irrelevante que 

la demandada sea la parte cesionaria. Esta última no puede oponer válidamente el 
argumento de que la cedente le aseguró que la deuda era vencida, exigible y cierta, sino 
que antes de aceptar la cesión debe cerciorarse (STS nº 174/2018) “de las incidencias de 
las relaciones comerciales que dieron lugar a la deuda antes de incluir los datos 
personales de la demandante en sendos registros de morosos”. 

 
La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha considerado igualmente que cuando la 

inclusión de los datos de una persona en un registro de morosos se ha efectuado 
incumpliendo los requisitos que han quedado dichos queda afectada la dignidad de la 
persona, lo que resulta indemnizable tanto en el aspecto interno o subjetivo como en el 
aspecto externo u objetivo (la consideración de las demás personas). Así lo señala la STS 
nº 115/2019, de 20 de febrero (rec. nº 3124/2018), que considera resarcible, en lo que al 
aspecto interno interesa, “el quebranto y la angustia producida por las gestiones más o 
menos complicadas que haya tenido que realizar el afectado para lograr la rectificación o 
cancelación de los datos incorrectamente tratados”, restando relevancia a la “escasa 
cuantía de la deuda”, ya que ello “no disminuye la importancia del daño moral que le 
causa al demandante la inclusión en los registros de morosos (sentencia 81/2015, de 19 
de febrero)”. Es igualmente irrelevante que el fichero haya sido objeto o no de consulta, 
para la valoración del daño ocasionado a la dignidad en su aspecto interno (STS nº 
68/2016, de 16 de febrero, rec. nº 2573/2014). 

 

La STS nº 388/2018, de 21 de junio (rec. nº 5199/2017), se refiere a la valoración 
de daño ocasionado al aspecto externo de la dignidad de la persona de la forma siguiente 
“afirma la sentencia núm. 81/2015, de 18 de febrero, que ha de tomarse en consideración 
la divulgación que ha tenido tal dato, pues no es lo mismo que sólo hayan tenido 
conocimiento los empleados de la empresa acreedora y los de las empresas 
responsables de los registros de morosos que manejan los correspondientes ficheros, a 
que el dato haya sido comunicado a un número mayor o menor de asociados al sistema 
que hayan consultado los registros de morosos”. 
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Constatada la vulneración del derecho al honor, el art. 9.3 de la LO 1/1982 
establece “una presunción iuris et de iure de existencia de perjuicio indemnizable”, en 
palabras de la STS nº 696/2014, de 4 de diciembre (rec. nº 810/2013). 

 
Es posible que la vulneración del derecho al honor produzca un daño patrimonial 

respecto del cual no se haya probado su cuantía, lo que determina que deba ser 
apreciado como difuso, dando lugar a una indemnización fijada de forma estimativa (STS 
nº 613/2018, de 7 de noviembre, rec. nº 29/2018). Lo que no cabe, en todo caso, es fijar 
una indemnización puramente simbólica, ya que de ser así se podría producir un efecto 
disuasorio inverso, convirtiendo “la garantía jurisdiccional en un acto meramente ritual o 
simbólico incompatible con el contenido de los artículos 9.1, 1.1. y 53.2 CE” (STS nº 
604/2018, de 6 de noviembre, rec. nº 4527/2017). 

 
En los supuestos en los que se ha asumido la instancia por la Sala 1ª del Tribunal 

Supremo, o en los que se ha tenido que pronunciar al respecto en casación, se han 
venido señalando las siguientes indemnizaciones: 

 
(a) 10.000.- €, en un supuesto en el que los datos del demandante estuvieron 

incluidos en el registro de morosos durante tres años y dos meses, la entidad 
financiera procedió a su cancelación en cuanto el actor se personó en el 
proceso de ejecución hipotecaria, no teniendo que soportar éste un proceso 
complicado para lograr la cancelación de sus datos, y en el que el demandante 
era un profesional del sector en el que operaban varias de las empresas que 
consultaron los datos (STS nº 245/2019, de 25 de abril, rec. nº 3425/2018). 

 
(b) 3.000.- €, en un caso en que se confirmó la decisión de la Audiencia Provincial 

de Asturias de rebajar la condena impuesta en primera instancia (10.000.- €). 
Se consideró probado que se habían hecho consultas por más de cinco 
entidades y que la inclusión de los datos se había prolongado durante casi 
cuatro años, teniendo que realizar el demandante numerosas gestiones para 
lograr la cancelación (STS nº 237/2019, de 23 de abril, rec. nº 2773/2018). 

 

(c) 3.000.- €, en otro caso en que se confirmó igualmente la decisión de la 
Audiencia Provincial de Palencia de rebajar la condena impuesta en primera 
instancia (otros 10.000.- €). En la primera instancia se declaró probado que el 
archivo de morosos había sido consultado por cuatro entidades financieras 
distintas varias veces (en total, diecinueve ocasiones) y que la deuda se había 
mantenido en el fichero durante más de un año, a pesar de haberse dictado una 
sentencia en la que se determinaba su improcedencia. La Audiencia Provincial - 
cuyo criterio confirmó el Tribunal Supremo- consideró pertinente rebajar la 
indemnización a 3.000.- € porque no había quedado acreditado -como alegaba 
el actor- que hubiera tenido que cambiar de residencia fuera de España al no 
encontrar financiación, que la inclusión en el fichero perjudicara su actividad 
personal o profesional, que tuviera que desarrollar una actividad frenética para 
lograr la cancelación o que la difusión de sus datos fuera desorbitada, siendo 
excluido de la lista en poco más de un año (STS nº 115/2019, de 20 de febrero, 
rec. 3124/2018). 
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(d) 10.000.- €, en un supuesto en el que se consideró probado que el BANCO DE 
SABADELL había denegado la concesión de un préstamo a la demandante o 
una ampliación de capital a la sociedad que ésta administraba, atendiendo a la 
cuantía del préstamo denegado (180.000.- €) y al desprestigio profesional y 
empresarial que suponía para la parte actora su denegación (STS nº 613/2018, 
de 7 de noviembre, rec. nº 29/2018). 

 
(e) 1.000.- €, tras confirmar el criterio de la Audiencia Provincial de Cádiz de reducir 

la indemnización de 4.000.- € impuesta en primera instancia al considerar que 
no constaba las consultas efectuadas a los datos inscritos ni, con ello, su 
potencial peligro por difusión, a efectos de consumo, así como al hecho de que 
el demandante era una persona jubilada y que, por ello, no podía verse 
profesional o empresarialmente afectado, superando el importe de la 
indemnización “el beneficio obtenido por la financiación o venta a plazos del 
bien” (STS nº 604/2018, de 6 de noviembre, rec. nº 4527/2017). 

 
(f) 3.000.- €, en un caso en que se estimaron insuficientes los 2.000.- € de 

indemnización impuestos por la Audiencia Provincial de Asturias (que, a su vez, 
había rebajado los 10.000.- € impuestos en primera instancia). La Sala 1ª, 
después de reiterar la escasa importancia o trascendencia que tiene el hecho 
de que la deuda objeto de inclusión sea de escasa cuantía, destaca que, en el 
caso enjuiciado, el fichero fue consultado en once ocasiones en menos de un 
año por cuatro entidades distintas, que la inclusión sólo se verificó en un fichero, 
y no en más de uno, y que la suma de 2.000.- € se tornaba escasa -en estas 
circunstancias- al poder disuadir de impetrar la tutela judicial efectiva (STS nº 
388/2018, de 21 de junio, rec. nº 5199/2017). 

 
(g) 8.000.- €, confirmando el criterio de la sentencia de primera instancia en un 

supuesto en el que la Audiencia Provincial de Asturias había rebajado dicha 
indemnización a 1.500.- €. La Sala 1ª consideró insuficiente esta indemnización 
al poder producir un efecto disuasorio inverso. Los criterios empleados por la 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia nº 1 de Pola de Laviana fueron, en 
esencia, los siguientes: la inclusión de uno de los ficheros se prolongó durante 
nueve meses y, en el otro, durante seis meses; las gestiones desplegadas por 
el actor fueron infructuosas; y se produjeron siete visitas a los ficheros de las 
entidades que conceden los créditos (STS nº 512/2017, de 21 de septiembre, 
rec. nº 2192/2016). 

 

(h) 7.000.- €, en otro supuesto en el que se prefirió igualmente esta suma de 
dinero, acordada en primera instancia, frente a los 2.000.- € establecidos en 
sede de apelación por la Audiencia Provincial de Asturias. Se consideró que la 
inclusión de los datos “era apta para afectar negativamente al prestigio e 
imagen de solvencia de la demandante y para impedirle la obtención de 
financiación o la contratación de prestaciones periódicas o continuadas”, a lo 
que había que añadir “las gestiones que tuvo que realizar la demandante para 
conseguir la cancelación de sus datos”, consiguiendo sólo la cancelación en 
uno de los ficheros (STS nº 261/2017, de 26 de abril, rec. nº 2359/2016). 

 
TERCERO.- Aplicación de las anteriores consideraciones al caso enjuiciado. 
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En el caso de autos, de las alegaciones de las partes y de la prueba documental 
practicada en el proceso resultan los siguientes extremos, de interés para decidir: 

 
1º  La inclusión de los datos personales de     

 en los ficheros de morosos se produjo por parte de la demandada con fecha de 
28 de junio de 2020. Este extremo no ha sido objeto de discusión en el proceso. 

 
2º   Sí que ha sido objeto de controversia en el proceso si antes de procederse 

al alta en los ficheros de solvencia patrimonial la demandada requirió de pago a  
, con advertencia de que en caso de no atenderlo sería dado 

de alta en los ficheros de solvencia patrimonial. 
 

3º Lo relevante para resolver la controversia no es tanto que se enviaran 
requerimientos o notificaciones previas a la demandante, cuanto que éstos llegaran a su 
conocimiento, tal y como recuerda la SAP de Alicante (Sección 9ª) nº 173/2020, de 28 de 
mayo (rollo nº 222/2020): “el hecho de que dichos documentos no fueran impugnados no 
significa que la parte reconozca como cierta la recepción de los mismos, pues aquéllos lo 
único que ameritan es que se remitió a la actora un requerimiento de pago, no que esta 
última lo recibiera o que se opusiera en modo alguno a su recepción, de tal manera que 
no cabe dar por probado, como pretende la apelante, que existiera un requerimiento 
previo a la inclusión en los correspondientes "ficheros de morosos"”. 

 
4º  En el caso de autos, habiéndose ordenado la inclusión de los datos de la 

demandante con fecha de 28 de junio de 2020, debe de examinarse si la demandada 
requirió de pago y apercibió personalmente a la actora sobre la inclusión de sus datos 
personales en una fecha anterior. Obviamente, la carga de probar este hecho 
corresponde a la parte demandada (art. 217.7 LEC). 

 
5º  Al haberse presentado el escrito de contestación a la demanda fuera de 

plazo, la demandada no ha levantado debidamente la referida carga procesal, sin que se 
hayan practicado medios de prueba, distintos de la documental acompañada con el 
escrito de demanda, que permitan considerar probada la existencia del requerimiento 
previo que, por ello, debe considerarse no realizado. 

 

En las referidas circunstancias no cabe considerar suficientemente cumplido el 
requisito de requerimiento de pago y notificación previos a la inclusión que, por otra parte, 
podría haberse colmado fácilmente enviando una carta certificada con acuse de recibo. 
Por tratarse de un acto que afecta al principio de calidad de los datos personales de un 
tercero y que puede llegar a incidir en su derecho fundamental al honor se ha de ser 
particularmente riguroso en el examen de su cumplimiento, en sintonía con lo señalado 
por la SAP de Asturias (Sección 7ª) nº 394/2018, de 26 de septiembre (rollo nº 452/2018) 
en un caso similar. Es por ello que, constatada la infracción, debe considerarse vulnerado 
el derecho al honor de la demandante, lo que obliga a entrar a analizar la indemnización 
de la que es merecedora, con arreglo a los parámetros expuestos en el fundamento 
anterior. Evidentemente, procede la condena de la demandada a proceder a la 
cancelación de las anotaciones litigiosas, ya que carecen de amparo legal. 

 
CUARTO.- Liquidación de la indemnización de daños y perjuicios. 
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Solicita la parte demandante la condena de la demandada al pago de una 
indemnización de 4.000.- €, apelando al menoscabo que ha padecido en su consideración 
personal y social como consecuencia del indebido tratamiento de sus datos personales, 
de la publicidad de que han gozado los mismos, ya que han sido consultados en diversas 
ocasiones por terceros, al período de tiempo que han permanecido publicados y a las 
gestiones de cancelación realizadas. 

 
De la prueba practicada en el proceso son datos relevantes para decidir sobre este 

punto los siguientes: 
 

1º Las inclusiones de los datos se verificaron con fecha de 28 de junio de 2020. 
 

2º  No consta que la demandante haya llevado a cabo gestión alguna para 
cancelar los datos, contrariamente a lo indicado en la demanda. No se aporta documento 
alguno que demuestre tales gestiones, como podría ser un requerimiento extrajudicial de 
cancelación. 

 
3º  Los datos de la actora incluidos en los ficheros de EXPERIAN-BADEXCUG 

fueron consultados, hasta el día 14 de agosto de 2020, por nueve entidades distintas (vid. 
doc. nº 1, ac. 3 del visor judicial Horus). 

 
4º  No consta suficientemente probado que a la demandante se le denegara la 

financiación a que alude genéricamente en su escrito de demanda, pues no se ha 
aportado ningún documento este sentido. Tampoco se ha alegado ni probado que la 
finalidad de estas solicitudes de financiación fuera la de atender a necesidades 
empresariales o profesionales de la actora. 

 
Atendiendo a los anteriores parámetros, considero adecuado fijar una 

indemnización de 3.000.- €. No ha lugar a señalar una cantidad inferior debido a la 
difusión que tuvo la misma, ya que fue consultada por nueve entidades financieras 
distintas. Además, de señalarse una suma inferior se podría producir un efecto disuasorio 
inverso. Sin embargo, tampoco ha lugar a establecer una suma superior, pues: (i) no se 
ha probado ni un solo un intento de cancelación de los datos; (ii) la demandante no 
concreta qué actividad empresarial o profesional realiza y, por ello, no es posible conocer 
si dicha actividad, por su naturaleza, se ha podido ver particularmente afectada con el 
tratamiento indebido de sus datos; (iii) no se ha probado suficientemente, como ya se ha 
dicho, que las operaciones de financiación frustradas tuvieran por objeto atender las 
necesidades de la indicada actividad empresarial o profesional; y (iv) no se ha 
demostrado en el proceso la existencia de un padecimiento psíquico o psicológico 
especialmente acendrado, como consecuencia de los hechos enjuiciados. 

 

QUINTO.- Intereses. 
 

El principal devengará, en concepto de intereses procesales, el interés legal del 
dinero incrementado en dos puntos desde la fecha de esta sentencia hasta su completo 
pago (arts. 218 y 576 LEC). 

 
SEXTO.- Costas de la primera instancia. 
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Dado que la demanda va a ser estimada parcialmente, no ha lugar a hacer especial 
pronunciamiento sobre las costas de esta instancia (art. 394 LEC). 

 
Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación, 

 

FALLO 
 

Que estimando parcialmente la demanda interpuesta por  
 contra SABADELL CONSUMER FINANCE, S.A.U.: 

 
1º Debo declarar y DECLARO que SABADELL CONSUMER FINANCE, 

S.A.U. ha vulnerado el derecho fundamental al honor de  
. 

 
2º Debo condenar y CONDENO a SABADELL CONSUMER FINANCE, S.A.U. 

a proceder a la cancelación de las anotaciones de los datos personales practicadas en los 
ficheros gestionados por EXPERIAN-BADEXCUG el día 28 de junio de 2020 respecto de 
una supuesta deuda identificada con el número de operación 8157265. 

 
3º Debo condenar y CONDENO a SABADELL CONSUMER FINANCE, S.A.U. 

a pagar  la suma de TRES MIL EUROS (3.000.- €), 
que devengará el interés legal del dinero incrementado en dos puntos desde la fecha de 
esta sentencia hasta su completo pago. 

 
4º  No ha lugar a hacer especial pronunciamiento sobre las costas de esta 

instancia. 
 

Notifíquese en legal forma a las partes y al Ministerio Fiscal haciéndoles saber que 
esta sentencia no es firme y que contra la misma se puede interponer recurso de 
apelación que, en su caso, deberá formalizarse con los requisitos que siguen, bajo 
apercibimiento expreso de inadmisión a trámite: 

 
1º El escrito de interposición deberá citar la resolución apelada, los 

pronunciamientos que se impugnan y las alegaciones en las que se basa la impugnación. 
 

2º Deberá dirigirse a este Juzgado y presentarse en un plazo de VEINTE DÍAS 
contados a partir del siguiente al de la notificación de este auto para ser resuelto, previa 
su tramitación legal, por la Ilma. Audiencia Provincial de Alicante. 

 
3º Si la cuantía del proceso es superior a DOS MIL EUROS (2.000.- €), el escrito 

tendrá que ir firmado por abogado y procurador con poder bastante. 
 

4º Junto con el escrito de interposición del recurso deberá acreditarse la 
constitución de un depósito por importe de CINCUENTA EUROS (50.- €) que deberán 
ingresarse en la cuenta de depósitos y consignaciones de este Juzgado. En caso de no 
aportarse el documento justificativo junto con el escrito de interposición del recurso y de 



JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA 
NÚMERO SEIS 
ALICANTE 

 

 

no subsanarse la omisión o defecto en la constitución del depósito se inadmitirá a trámite 
el mismo. 

 
5º En el caso de concurrir el hecho imponible, deberá adjuntarse el justificante de 

autoliquidación del pago de la tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional prevista en 
la Ley 10/2012, de 20 de noviembre. La falta de presentación de dicho justificante no 
suspenderá el transcurso de los plazos procesales, pudiendo producirse su preclusión. 

 
Hágase igualmente saber a las partes que, de conformidad con lo previsto en 

el art. 236 quinquies de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, el tratamiento de 
los datos personales de carácter personal que les hayan sido revelados durante la 
sustanciación del proceso, así como el de los contenidos en la presente sentencia 
está sujeto a la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales. 

 
Así, por esta, mi Sentencia, de la que se expedirá certificación para incorporarla a 

las actuaciones llevándose el original al Libro de Sentencias, la pronuncio, mando y firmo 
juzgando definitivamente en primera instancia. 

 
E/. 

 
 
 
 
 
 

 
PUBLICACIÓN.- La anterior sentencia ha sido publicada en el día de su fecha por 

el Ilmo. Sr. Magistrado que la suscribe.- Doy fe. 




